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			Presentación


			[image: ]


			El estudio de los derechos sociales constituye todavía un desafío pendiente especialmente para la dogmática de los derechos fundamentales, sobre todo, en relación con su eficacia y realización. La calificación de tales derechos como “sociales” (“programas”) ha significado más un detrimento a su eficacia, que su consideración como materializaciones concretas de la justicia social, valor fundamental del Estado constitucional prestacional. Es por esa razón que es imprescindible reflexionar en torno a si el tratamiento de los derechos sociales puede ser acometido con los enfoques y propuestas desarrollados hasta ahora por la dogmática específicamente para los derechos fundamentales clásicos. Esta tarea no está asignada a los tribunales, sino a la ciencia del Derecho constitucional que no puede renunciar a su tarea de formular instrumentos teórico-prácticos para los grandes desafíos derivados de un Estado sobreexigido por demandas sociales justas y de una sociedad que se mueve entre la extrema riqueza de pocos y la extrema pobreza de muchos. 


			El Estado constitucional como Estado de prestaciones sociales no puede permanecer impasible frente a la pretendida tesis de que la economía se rige por sus propias leyes y de que el mercado es capaz de autorregularse y corregir por sí mismo sus fallas. Afortunadamente, en las democracias se trata no del gobierno de la economía o de los poderes económicos privados, sino del gobierno de la Constitución y del derecho, si bien es evidente que una democracia necesita de una economía estable para la realización de los derechos fundamentales que, como dice con razón Peter Häberle, son también derechos sociales en sentido amplio. Se trata del Estado prestacional que, superando al Estado burgués del orden y de la intervención, planifica, dirige, controla, (re)distribuye y subsidia. Ello implica que el Estado prestacional asume nuevas tareas, pero no desplaza ni anula los ámbitos de libertad de las personas para autorrealizarse. En el Estado prestacional no todo queda “a cargo” del Estado, este por el contrario abre nuevas vías de participación, cooperación y comunicación de los ciudadanos y de los grupos plurales; en esto es determinante la garantía en la teoría y en la práctica de la igualdad de oportunidades para todos y no solo para unos cuantos.


			Los derechos sociales tienen particularmente una dimensión estatal-prestacional y jurídico-procesal (status activus processualis); dimensión en la que se incorpora, por ejemplo, la eficiencia como principio constitucional que despliega amplios efectos no solo en la recaudación, sino también en la organización y (re)distribución de los recursos. En ese sentido, al Estado prestacional le es exigible el cumplimiento del principio constitucional de eficiencia; lo cual no libera al ciudadano de su deber jurídico-ético de autorrealización, si está dentro de sus posibilidades, y de cooperación y participación en la sociedad y el Estado. De lo contrario, las tareas del Estado prestacional se distorsionan y se pone en riesgo el fomento socialmente justo de los derechos fundamentales de los más débiles. Estado prestacional, en ese sentido, no debe significar derechos sociales “gratuitos” para todos. Debe recordarse, como lo hace Peter Häberle, de que “¡no hay prestaciones públicas sin prestaciones personales!”. Los ámbitos de protección de los derechos sociales en referencia a las prestaciones de salud, educación, seguridad social, trabajo, entre otros, conllevan exigencias concretas para el Estado prestacional; pero también surgen exigencias orientadas hacia lo “no material”, es decir, dirigidos a la supresión también de la pobreza espiritual y ética, sobre todo, a través del acceso a la educación y a la cultura.


			Un panorama completo de estos problemas derivados de los derechos sociales y del Estado prestacional nos ofrece Peter Häberle en esta obra, fecunda en ideas y propuestas razonadas y prudentes que aún hoy tienen más que nunca plena actualidad, a partir de su mirada científico-realista de la dogmática de los derechos fundamentales. Su reflexión sobre la realización de la libertad por medio de la igualdad social es una llamada de atención hasta dónde la libertad que carece de los presupuestos fácticos de su ejercicio, carece valor. De todas formas, no debería depositarse toda la confianza en el Estado prestacional que puede ser garante, pero también una amenaza para los derechos sociales; hace bien Peter Häberle en confiar, en última instancia, la realización de las prestaciones no al Estado social, sino a los ciudadanos mismos.


			***


			El texto traducido del alemán corresponde a la ponencia completa del profesor Peter Häberle presentado en el marco de su participación como ponente, junto a Wolfgang Martens, en el Simposio de la Asociación de Profesores Alemanes de Derecho del Estado, realizado en Regensburg, del 29 de setiembre al 2 de octubre de 1971, y publicada luego en Grundrechte im Leistungsstaat. Die Dogmatik des Verwaltungsrechts vor den Gegenwartsaufgaben der Verwaltung, Veröffentlichungen der Vereinigung der Deutschen Staatsrechtslehrer, Heft 30, Berlin: Walter de Gruyter, 1972, pp. 43-141. Una traducción parcial de la misma (que excluye párrafos importantes y las notas a pie respectivas), realizada por Emilio Mikunda-Franco, apareció en la obra del profesor Häberle, Pluralismo y Constitución, Estudios de teoría constitucional de la sociedad abierta (Madrid: Tecnos, 1.ª edición 2002, 2.ª edición 2013, reimpresión 2014, pp. 161-226). Sin embargo, dada la relevancia y vigencia incuestionable de las ideas defendidas en la ponencia original, hemos coincidido con el profesor Häberle de que una traducción integral del texto original está justificada; traducción que ahora se ofrece al lector en la presente obra.


			Agradezco infinitamente al profesor Peter Häberle no solo por confiarme nuevamente la traducción de una obra de su autoría, sino también por su apoyo académico permanente, sus consejos y estímulos.


			Lima, mayo de 2019.


			Prof. Dr. iur. JORGE LEÓN VÁSQUEZ 


		




		

			Introducción*
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			“Una sociedad para la que la prestación lo es todo, vive bajo una Constitución para la que la prestación no significa nada (con excepción del art. 32 párrafo II)”.** Esta frase de Herbert Krüger1 tiene la intención de provocar.2 “La educación no es un bien de consumo”. Con esta tesis el ministro de educación y ciencia de nuestro país anfitrión, Hans Maier, causó sobresalto en la opinión pública a inicios de 1971: se debería aminorar la “pura actitud basada en la exigencia de demandas sociales al Estado” y no se podría argumentar en categorías de la “gratuidad político-educativa”.3 Estos impulsos indudablemente no “concertados” desde el norte y el sur sugieren, no solo por razones geográficas, buscar la solución en el centro.


			


			

				
* Por la crítica y ayuda con el aprovisionamiento de material, agradezco a los asistentes del Instituto para el Derecho Público en Marburg/L.: H. Trautmann y J. Mengel


** N. del T. El art. 33 párrafo II de la Ley Fundamental dice: “Todos los alemanes tienen igual acceso a cualquier cargo público según su idoneidad, su capacidad y su rendimiento profesional”.


1	En: Der Staat 10 (1971), pp. 1 y ss. (13).


				


				

					2	“Prestación” se ha convertido en un concepto clave de la teoría del Estado.


				


				

					3	SZ N.° 48 de 25.02.1971, p. 19: ¿Los derechos fundamentales son garantías gratuitas? – Véase además la advertencia de G. Grass frente al “fetiche del principio prestacional formulado”, en: FR de 26.3.1971, p. 18. – Véase el lamento de Fack, en: FAZ de 7.7.1971, p. 1 sobre la destrucción de “la motivación prestacional” en las universidades. Fack habla de una “colisión inquietante para el ciudadano entre la sociedad prestacional y la estatalidad prestacional hipertrofiada que elimina todos los riesgos de la vida y desea en lo posible igualar demasiado”.


				


			


		




		

			Primera Parte
Inventario científico-realista


		




		

			I. Problema


			[image: ]


			La cuestión de partida de nuestro tema se debe abordar desde una perspectiva científico-realista (H. Heller).4 Dado que los textos constitucionales y la dogmática solo se “orientan” de forma rudimentaria hacia “los derechos fundamentales en el Estado prestacional”, se debe preguntar por el Estado prestacional y “su” sociedad de prestaciones en la realidad, en el sentido de un análisis del problema y de la realidad,5 así como por las tareas de la dogmática de los derechos fundamentales dentro de esta realidad. 


			La tipología de formas y la técnica jurídica del Estado burgués de derecho siguen teniendo relevancia para los derechos fundamentales en el Estado de prestaciones, pero no son suficientes.6 Nuestra ciencia no debería persistir en este status quo de la dogmática sofisticada. Esta no puede ser su punto arquimédico. Un futuro en el cual el peligro para la libertad del ciudadano y su derecho a la existencia digna continuamente se incrementa, exige una ciencia que conozca sus tareas productivas y prácticas, y haga frente a la realidad de lo público. 


			Incluso este punto de vista “científico-realista” tiene sus presupuestos ideológicos y su opción política: estos deben ser dados a conocer en la medida de lo posible, para que puedan ser discutidos. Aparte de ello, este tema conduce a los problemas últimos y penúltimos de la teoría del Derecho constitucional: al concepto de Estado, a la comprensión de los derechos fundamentales y de la constitución, al conflicto en torno al exceso del “pensamiento de las pretensiones y de los límites” en el ámbito de los derechos fundamentales.


			


			

				

					4	Staatslehre, 1934, especialmente pp. 37 y ss. – Wieacker, Jur. Jahrb. 9, tomo (1968/69) 1 (p. 28): “la referencia a la realidad de la ciencia jurídica es un tema principal, quizá el tema fundamental de nuestra responsabilidad profesional”.


				


				

					5	Compárese, Eichenberger, Leistungsstaat und Demokratie, 1969, especialmente pp. 7 y s.


				


				

					6	Las transformaciones que no conducen al Estado burgués de derecho y sus derechos fundamentales liberales, así como sus institutos correspondientes (las normas clásicas como leyes de intervención, la reserva de ley como reserva de intervención), lo dirigen a la realidad del Estado prestacional de la justicia social, en el sentido de la Ley Fundamental como constitución concreta de una realidad social completa. Aquí se realiza la libertad ya no solamente en la defensa frente a las intervenciones estatales, sino también en la “prestación de las prestaciones estatales necesarias” (Scheuner, VVDStRL 28 [1970] p. 232). 


				


			


		




		

			II. “Estado” prestacional y
“sociedad” prestacional
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			1.	El Estado prestacional en el texto de la Ley Fundamental 


			En la Ley Fundamental se encuentran expresiones sobre el Estado prestacional y el principio prestacional, por ejemplo, en los arts. 3, 7 IV 3 y 4, 14 II, 20 I (principio del Estado social y de la democracia), 28 II, 29 I, 33 II y V, 104a así como en los arts. 109, 110, 111 I literales a y c;7 además, sobre las modernas concretizaciones estatales- prestacionales del principio del Estado social: entre otros, los arts. 74 numeral 19a, 91a y b.8 Cuando el Estado prestacional se legitima con estas disposiciones textuales de la constitución,9-10 se nos presenta al mismo tiempo como constitución viva con pleno vigor y efecto, desconocido para el Estado burgués de derecho en sus “funciones prestacionales”. Sus directrices y procedimientos “colman” el Estado social de prestaciones “desde abajo”. 


			2.	La “prestación” como característica de la función estatal del bien común


			a) Legislación prestacional y derecho prestacional


			aa) Panorama general


			La “legislación de prestaciones”11 se puede identificar a menudo ya con denominaciones como “ayuda”, “aseguramiento” y “subsidio”.12 El derecho prestacional indica una nueva relación del ciudadano y el Estado, así como del legislativo y el ejecutivo. Con él, el parlamento busca aprehender la transformación de la función en el Estado social de derecho, corregir la pérdida de su función y cumplir con su función directiva;13 el derecho de prestaciones determina el perfil del Estado social de derecho, además: ¡sin él, los derechos fundamentales serían socialmente ineficaces!14 El derecho de las prestaciones no puede por eso reducirse a la “tecnicidad”15 y, en ese sentido, estar contrapuesto a “las normas jurídicas”. Su valía para el bien común y para el derecho no es menor en comparación al del derecho de intervención.16 El factor que activamente configura lo social y que es inherente al derecho de la prestación17 coloca a las formas de organización y procedimiento, de participación, de comunicación y de cooperación en un primer plano. El objeto de las leyes de prestación, con frecuencia, son ordenamientos parciales de la vida pública; destinatarios son los individuos y grupos activos en ella, y/o los órganos del Estado mismo. Dichas leyes siempre poseen un carácter que organiza, conduce, planifica e impulsa; son “abiertas” y normativamente menos “densas” que las leyes de intervención,18 en parte para ofrecer un espacio para la “necesidad de flexibilidad” del ejecutivo. Con vistas a los derechos fundamentales, el legislador de las prestaciones busca menos regular que más bien desarrollar procedimientos e instrumentos que puedan adecuar el derecho prestacional a las situaciones cambiantes. Es ostensible una referencia social reforzada.


			Tarea del legislador es “aprehender” muchas de las relaciones de prestación surgidas normativamente en el “crecimiento espontáneo” de la administración prestacional19 y colocarlas sobre un fundamento competencial —si bien “abierto” —, pues las relaciones (jurídicas) prestacionales son potencialmente relaciones jurídicas de derechos fundamentales.20


			bb) Tipología de las leyes de prestación


			Una tipología de las leyes de prestación debe mencionarse:


			—	La ley-medida (Maßnahmegesetz),21 que ha recorrido un largo camino desde el descubrimiento de Forsthoff como tipo22 hasta la declaración del Tribunal Constitucional Federal, en el sentido de que sería “irrelevante desde la perspectiva jurídico-constitucional”,23 y que en el Estado social de derecho es “normal” de la misma forma como lo son otros tipos de leyes.


			—	La ley de planificación (Plangesetz),24 cuyo “núcleo” clásico (la ley de presupuesto) se ha enriquecido con una variedad de nuevas leyes de regulación para la aplicación de las prestaciones, por ejemplo, en el sector educativo. Las leyes de planificación están en sí adaptándose y transformándose,25 se distiguen de las leyes-medida en que no se agotan en una única ejecución. Las leyes de planificación tienen relación con los derechos fundamentales (derechos fundamentales como objetivos de planificación),26 especialmente de carácter económico, en el futuro reforzadas en el ámbito de la formación y del perfeccionamiento educativo. En las democracias sociales, la planificación puede significar la ampliación del ámbito de la libertad.


			—	La ley de dirección (Lenkungsgesetz), conocida desde hace mucho como un instrumento de dirección de la economía,27 hoy relevante para los derechos fundamentales no solo con vistas a la garantía de la propiedad, sino igualmente, por ejemplo, en relación con los arts. 1228 o 13 de la Ley Fundamental. Las leyes de dirección —temporales o indefinidas, que aplican uno o más medios prescritos forzosamente— estandarizan determinadas medidas de dirección relevantes para los derechos fundamentales. En el ámbito de la educación, el desarrollo está en plena marcha. La Ley Federal de Subsidio Familiar por Hijos (Bundeskindergeldgesetz)29 debe estar asignada al art. 6 I de la Ley Fundamental. En vista de los instrumentos rígidos de este tipo de leyes, por un lado, y del dinámico desarrollo social, por el otro, se origina el problema de la constitucionalidad de las leyes de dirección bajo el punto de vista de la proporcionalidad, en la medida que ellas no sean modificadas permanentemente. 


			—	La ley marco (Rahmengesetz),30 caracterizada sobre todo por la dimensión pública de su regulación: contiene fórmulas de objetivos relevantes iusfundamentales generales y diversos; los recursos para su realización, en todo caso, están invertidos. Un ejemplo fabuloso es la Ley Federal de Asistencia Social (Bundessozialhilfegesetz);31 además, nuevas normas constitucionales, como por ejemplo los arts. 91a I, 104a IV y 109 de la Ley Fundamemental, se han puesto en vigor con respecto a los “marcos” jurídicos y estatales prestacionales.


			—	El futuro en el desarrollo de las prestaciones estatales pertenece a la ley de control (Steuerungsgesetz)32 y, especialmente, a la ley de procedimiento (Verfahrensgesetz) y de organización (Organisationsgesetz). Las leyes de control no están concebidas solo reactivamente para una situación concreta de deficiencia de los derechos fundamentales, sino que también deben superar problemas de política de derechos fundamentales similares del futuro.33 Sus instrumentos son flexibles y revisables. Los procesos de relevancia iusfundamental específicos representan a este tipo de ley, mediante la combinación de nuevas y tradicionales formas en la ley de control. Con ello, en el futuro se podrían tratar problemas de protección del medio ambiente, en beneficio del art. 1 I, 2 II 1 y 12 de la Ley Fundamental. Los derechos fundamentales necesitados del control son los arts. 2, 14 (economía), 1 I, 3, 5 III, 11, 12 (educación y perfeccionamiento)34 de la Ley Fundamental. — Ejemplos para el tipo de leyes de organización y de procedimiento se encuentran en las leyes de libertad de fundación de radios de los Länder, que conciben pluralistamente a la radio y televisión, de acuerdo con las exigencias del art. 5 de la Ley Fundamental. Aquí surgen nuevas formas y aseguramientos de la participación que van más allá del aparente elemento puramente formal de la organización.35 La expresión “status activus processualis” podría esbozar esta problemática provisionalmente. Las normas de cogestión (Mitbestimmungsnormen) en la economía y en la ciencia deben incluirse, asimismo, en su relación con los derechos fundamentales (arts. 1 I, 5 III, 12, 3 de la Ley Fundamental), en el tipo de ley prestacional (leyes de participación). Un ejemplo adicional es § 5 de la Ley de Partidos Politicos. Son pertinentes, además, “las situaciones de hecho plurales y procesales del bienestar común”36 relacionadas con los derechos fundamentales. 


			cc) Consecuencias para el concepto jurídico de relevancia iusfundamental


			La sistematización de las leyes de prestación se justifica debido a que los tipos individuales se destacan, en efecto, debido a su relevancia para los derechos fundamantales positivos en principio; sin embargo, es distinta la intensidad con que efectivizan los derechos fundamentales. Especialmente, se debe esperar una prestación de efectividad alta de las leyes procedimentales y de las leyes de organización, pues los derechos fundamentales cada vez más se convierten en asuntos del procedimiento y de la organización estatal. De la misma eficacia es la ley de control que abre nuevos ámbitos, partiendo de ámbitos políticos-financieros y económicos. La ley de planificación puede conseguir a la larga también una activación sostenida de los derechos fundamentales, pues en la actualidad la prestación, en principio, solo es posible como prestación planificada, y los conflictos de derechos fundamentales de prestación estatal y los conflictos con otros objetivos constitucionales sobre los procedimientos de planificación deben ser resueltos.37 El grado de efectividad de los derechos fundamentales en las leyes-medida depende de cómo este se inserta en particular. Su unicidad puede significar absolutamente una gran activación de los derechos fundamentales (por ejemplo, las ayudas a la inversión con vistas en el art. 14 de la Ley Fundamental). Finalmente, la ley marco, a causa de su apertura necesitada de ser llenada, es muy adecuada para la realidad de los derechos fundamentales sociales.


			Los tipos surten efecto de manera distinta en la problemática de la protección de los derechos (fundamentales). Una ley de control, como la ley de estabilización, contiene fórmulas en blanco (Blankettformeln), que no son o solo son difícilmente justiciables. Aquí puede hacerse posible la “protección jurídica anticipada” por medio de los procedimientos de participación en la realización de los derechos fundamentales, lo que no le es posible a la protección judicial. 


			En conjunto, surge una escala que va desde el tipo más débil hasta el más rígido, desde la ley de dirección, pasando por la ley-medida hasta las leyes “móviles” que promueven los derechos fundamentales en forma de los restantes tipos de leyes de prestación (ley de planificación, de organización, de procedimiento, ley marco, así como la ley de control. Cuanto más flexible esté configurada la ley, cuanto más entre en juego el componente jurídico-procedimental, más fuerte será la presunción para la optimización de los derechos fundamentales, puesto que la ley responde ante el conflicto, pero además puede otorgar impulsos).


			b) La administración prestacional


			Con respecto a la administración prestacional, no existe un déficit científico: la previsión de asistencia social (Daseinsvorsorge) de Forsthoff es completamente conocida en su problemática. 


			La administración prestacional realiza los derechos fundamentales como objetivos constitucionales: (re)distribuyendo, planificando, controlando y subvencionando, la administración busca hacer efectivos los derechos fundamentales para todos; conduce la utilización de los derechos fundamentales individuales y colectivos, en el sentido del “aprovechamiento de los derechos fundamentales” (Zacher). — Se produce una “socialización” de la libertad fundamental a gran escala en aras de la justicia social que, sin embargo, halla sus límites por mor de la libertad misma.38 Ella es comparable a la socialización en el ámbito municipal, pues el ciudadano en la actualidad es colocado, igualmente, en una proximidad muy cercana al Estado, como originariamente a los municipios a causa de la previsión de asistencia social39 regentado por ellos. La previsión de asistencia social como previsión del desarrollo, del progreso y de la educación posee hoy dimensiones de derechos fundamentales y de Estado prestacional. Esta intensificación jurídica y del Estado prestacional de los derechos fundamentales, la “pequeña” libertad respecto de la emergencia, la enfermedad y el desempleo,40 es requisito para la salvaguarda de la “gran” libertad de los arts. 5, 6, 8, 9, etc. de la Ley Fundamental.41 Aquí la realidad de la administración (en primer lugar, la denominada administración “libre con respecto a la ley”) tiene mucho que contribuir a la estatalidad social relevante para los derechos fundamentales.42 


			c) La jurisdicción prestacional


			Se entiende por jurisdicción prestacional aquella jurisdicción que, más allá del control, entra en función activamente en relación con los derechos fundamentales. Hay que mencionar la jurisprudencia que deduce exigencias prestacionales del art. 3 de la Ley Fundamental en conexión con las directrices administrativas y con la praxis administrativa. Ahí donde los tribunales caen en la cuenta de que la libertad real está condicionada por el Estado prestacional y ahí donde ella efectiviza, sobre la base del principio de trato igual, otros derechos fundamentales (por ejemplo, mediante el acceso a las instituciones públicas), surge la jurisdicción prestacional.43 Vienen al caso también la jurisdicción social y la jurisprudencia sobre el derecho de subvención. Las directivas que el Tribunal Constitucional Federal ha desarrollado en la sentencia sobre la televisión (Fernseh-Urteil) constituyen jurisprudencia prestacional en igual medida como lo es la jurisprudencia del Tribunal Contencioso-Administrativo Federal sobre la obligación de asistencia y la subvención de la escuela privada. — La jurisdicción prestacional desarrolla la legislación de prestaciones, la perfecciona y “dirige” la administración prestacional, pero también recoge de su praxis impulsos: en esto, el “interés público” como topos juega un rol significativo.44 Él muestra cuán importante es el sentido práctico de acción del descubrimiento judicial del derecho.45 


			3.	Interdependencia del Estado prestacional y la sociedad prestacional


			a) El “Estado prestacional”


			aa) Caracterización general


			Hasta ahora se echa de menos una teoría constitucional del Estado prestacional46 que parta de un concepto de constitución, que vincule Estado y sociedad a favor de la res publica, y que comprenda la afinidad de ellos con los derechos fundamentales. La teoría del Estado del Estado prestacional de Heller (el Estado como unidad de efecto y unidad de decisión en el que se producen efectos prestacionales potenciados, por ende, en el que se genera un “valor agregado del Estado prestacional”: el Estado es más que una acción concertada de la sociedad prestacional)47 abarca demasiado para nuestro tema. El Estado prestacional es el Estado constituido por la Ley Fundamental que produce prestaciones —que, en un sentido amplio, buscan referirse primariamente a los derechos fundamentales positivos48— mediante la organización y el procedimiento, directa o indirectamente para los ciudadanos y los grupos. Así, el Estado prestacional no es posible sin la vigencia real de los derechos fundamentales. Se deben incluir en esto los requisitos y condiciones de la prestación estatal. El opuesto típico ideal es el Estado burgués interventor y del orden.49


			El Estado prestacional puede proporcionar, administrar y distribuir considerando el principio prestacional, y con ello vulnerar derechos fundamentales; pero también puede efectivizar los derechos fundamentales independientemente del principio prestacional. Los derechos fundamentales se encuentran así en una relación ambivalente con el Estado prestacional; por un lado, el Estado prestacional regenta —estatal y socialmente— la “política de derechos fundamentales” (Grundrechtspolitik), haciendo de los derechos fundamentales objeto de sus tareas y promoviéndolos en “la vida social en conjunto”; por otro lado, el Estado prestacional crea (fácticamente) nuevas zonas de peligro para los derechos fundamentales, para las que las formas tradicionales de protección de los derechos (fundamentales) están apenas “preparadas”. Aparte de eso, el Estado prestacional es responsable de la defensa ante los peligros que amenazan la libertad iusfundamental desde el ámbito de la “sociedad prestacional”50 altamente tecnificada con sus demandas de prestación inhumanas en parte; especialmente porque muchas tareas son “tareas conjuntas” del Estado y de la sociedad prestacionales.


			La constitución constituye el marco para los procedimientos y formas de organización del derecho de las prestaciones, que relaciona entre sí Estado y sociedad. Ayuda al Estado a conseguir una estructura que integra51 —sobre la base de los derechos fundamentales—, contribuyendo como proceso público a la racionalización y limitación del poder estatal y social, así como a la solución de los conflictos sociales y del orden humano para todos.52 La constitución no está confrontada con los desarrollos solo de manera receptiva, técnica y formal, ella es al mismo tiempo acción y reacción. Su interpretación orientada a la realidad y a su perfeccionamiento político suponen configuraciones abiertas al futuro y al desarrollo de nuevos institutos; ellos brindan espacio para la transformación de las tareas públicas (una comprensión de la constitución procedimental normativa). “La interpretación constitucional abierta” es una pieza de la “buena” política constitucional, que se desarrolla en el marco de una teoría constitucional democrática y que debe enfrentarse a los desafíos de una era dominada por la técnica. Esta tarea está en el orden del día, sobre todo, ahí donde existen déficits de derechos fundamentales sociales y desigualdades que no pueden ser toleradas en un orden digno de la libertad constituida para todos.53


			Este concepto de constitución, erigido sobre la sociedad en su conjunto y su realidad, explica por qué el Estado prestacional, en caso necesario, debe introducir en su sociedad los derechos fundamentales y el principio del Estado social para suprimir las dependencias inhumanas y las desigualdades sociales.


			A la realidad de este Estado prestacional se aproxima “el estado de cosas de competencias del bien común” (Gemeinwohlkompetenztatbestand)54 que, como principio jurídico del derecho municipal, debe extenderse a la dimensión estatal. Luego, los municipios y ahora el Estado, dentro de los límites de la capacidad prestacional, han de crear las instituciones públicas necesarias para el bienestar económico, social y cultural.55 	


			bb) El Estado de las tareas crecientes y de las nuevas formas de acción, modificaciones en las relaciones internas y externas, así como de los gastos


			El Estado prestacional, sobre todo, es el Estado de las tareas crecientes. Se concentra “actualmente” en la productividad perfecta y en el alto grado de eficacia de la prospectiva.56 Las tareas públicas se perciben, en parte por el Estado, en parte por la sociedad y en las diversas formas de cooperación,57 como tareas comunitarias.58 El orden social no es un hecho presupuesto,59 como en el Estado burgués de derecho, sino un objeto de configuración en común. Aparecen viejas ampliaciones y nuevos desarrollos de formas de acción (flexibles), de procedimientos e instrumentos y, con ello, de problemas de funcionamiento novedosos.60 El Estado prestacional conduce, planifica, controla, (re)distribuye, subvenciona y programa; estos se encuentran en los niveles legislativo, gubernamental y administrativo de sus actividades. En la simple administración de la soberanía, el Estado se ha convertido en otro dentro del “derecho privado administrativo”, incluso como hacienda. Su participación en la economía crece.


			En la medida que en el Estado prestacional moderno se manifiestan nuevas sustituciones de funciones, la dogmática debe adaptarse a la posibilidad “de menoscabo fáctico de los derechos fundamentales”,61 los derechos fundamentales deben ser analizados en relación con el “aseguramiento de su surgimiento y la protección de su continuidad”,62 y ampliados en la eficacia de su protección.63


			Al Estado prestacional le caracteriza una relación (externa) modificada con los ciudadanos y los grupos, es decir, con la “sociedad” que ya no es más “autónoma”. Aunque las prestaciones pueden estar también relacionadas con las intervenciones, el status passivus subjectionis ya no es más el estatus fundamental en una democracia liberal. La relación jurídica ciudadano-Estado64 está caracterizada por la comunicación y la cooperación (¡en lugar de la sujeción!) entre los partícipes —dependientes el uno del otro en las “relaciones de prestación”—, cuya actividad enlaza los intereses públicos y privados, pero que a menudo se fusionan entre sí.


			En la relación interna el Estado igualmente se ha transformado: la “unidad del poder del Estado” ha cedido su lugar, a la vista de la cantidad y tamaño de sus funciones prestacionales, a tipos plurales, esto es, cooperativos; la división del poder se comienza a diferenciar en las nuevas formas de interconexión (por ejemplo, entre el gobierno y el parlamento con respecto a la planificación). El Estado prestacional se abre y empieza a integrar ámbitos parciales de la sociedad. Crea procedimientos de prestación libres, pero no desvinculados del Estado, en los cuales los afectados están “comprendidos” —ya sea también solo por medio de la publicidad general—. Finalmente, el Estado prestacional gasta más que el Estado del orden y de la intervención, y correspondientemente debe tomar más. El incremento de las tareas del Estado65 debería beneficiar a cualquiera en el sentido de la igualdad iusfundamental de oportunidades, es decir, el aumento relativo de la participación de las tareas estatales en el producto nacional bruto real podría efectivizar los derechos fundamentales.


			Es problemático acá, por ejemplo, si el Estado en la planificación de la educación debería promover con mayor énfasis determinados sectores económicos y laborales. La cuestión sobre una eventual lesión de los arts. 3, 5 III y 13 de la Ley Fundamental hace evidente la otra cara de la actividad estatal de prestaciones: estas inversiones pueden efectivizar los arts. 12 y 5 III de la Ley Fundamental.


			cc) Contenido y límites (iusfundamentales) del principio de eficiencia en el ámbito del Estado de las prestaciones sociales


			La problemática del principio de eficiencia (art. 20 I de la Ley Fundamental) puede desglosarse en tres niveles: eficiencia66 respecto del aprovisionamiento de medios, respecto de la organización estatal y respecto de la distribución de medios estatales. Pero el Estado social significa también orientación hacia lo humano. Aquí los límites del principio de eficiencia a ser desterminados desde la constitución se difuminan. De manera porminorizada: 


			(1)	El aprovisionamiento de medios (Mittelbeschaffung) posee dos componentes: el material (por ejemplo, el art. 114 II de la Ley Fundamental) y el personal (por ejemplo, el art. 33 II de la Ley Fundamental: servicio público eficiente). Por eso esto es muy importante, porque el Estado, antes de las prestaciones, ha podido “recaudar” de los ciudadanos. Esta es la interdependencia recíproca entre eficiencia y humanidad. 


			(2)	Con respecto a la autoorganización (Selbstorganization), el principio prestacional está incorporado en el art. 33 de la Ley Fundamental. Esto se manifiesta parcialmente también mediante la supervisión administrativa, el control del Tribunal de Cuentas y con la “reconstrucción” de la administración, donde se trata del incremento de prestaciones, ella podría ser muy dificilmente mensurable. Acá los derechos fundamentales se convierten en trascendentales: ellos “quebrantan” el principio prestacional, por ejemplo, a través de las garantías incondicionales de la protección jurídica judicial. La garantía de la libertad iusfundamental es un límite diferenciado a ser establecido por el Estado prestacional que apunta a la eficiencia. A largo plazo, sin embargo, él hará a la comunidad también más eficiente, porque sus ciudadanos se identificarán con él dentro de la libertad.67 El Estado prestacional exige con frecuencia inversiones a largo plazo, por ejemplo, en el sistema educativo. La gratuidad de los libros escolares puede llevarlo, primero, a un problema económico, pero podría valer la pena a la larga en las vastas prestaciones de la sociedad.


			(3)	En lo que respecta a la distribución de medios (Mittelverteilung), el principio prestacional junto a la cláusula del Estado social (su objetivo: también la supresión de la probreza espiritual y de los privilegios culturales) y a los derechos fundamentales desempeña solo un rol secundario. En primer plano está la concesión de prestaciones humanas y orientadas a los derechos fundamentales con el objetivo de la libertad real y un compromiso de los ciudadanos para con su comunidad.


			En conjunto: el Estado prestacional es un Estado que exige y distribuye prestaciones efectivizando los derechos fundamentales68 (como “Estado de los derechos fundamentales” [Grundrechtsstaat]) y, al mismo tiempo, ignorando69 parcialmente el principio prestacional por razones de humanidad. Estado prestacional y sociedad prestacional están relacionados solo parcialmente. Sin embargo, la relación de interdependencia parcial es necesaria. 


			b) “La sociedad prestacional”


			El incremento de las tareas del Estado, que tienen impacto en la sociedad configurándola socialmente, confirma la “ósmosis” del Estado y de la sociedad. La dependencia general de todos entre todos70 se manifiesta jurídicamente, por ejemplo, en los efectos colectivos que el Estado causa por medio de su actuación.71 En la actualidad, los ciudadanos, los grupos y todas las formas de manifestación del sector público son “colaboradores sociales” en un sentido amplio. La red de condiciones de la estabilidad del valor monetario (solo la moneda estable es moneda “social”),72 el crecimiento de la economía y las inversiones públicas para la satisfacción de las tareas de las reformas relevantes para los derechos fundamentales codeterminan las oportunidades para los derechos fundamentales.73 


			En el necesario análisis costo-beneficio, los “costos humanos” son con frecuencia muy pobremente estimados. Ejemplos: la protección del medio ambiente, la planificación de las vías y de las ciudades, y la cuota de accidentes (de tráfico). Acá debe valer: ¡ningún crecimiento económico a cualquier precio de los derechos fundamentales! La sociedad de prestaciones con sus excesos prestacionales, en parte darwinianos, no es ningún espacio liberado de los derechos fundamentales.


			En lo que respecta a la respuesta afirmativa del “incremento de beneficios de los derechos fundamentales en el Estado prestacional”74 se debe recordar sus límites; especialmente el desarrollo en una sola dirección desaparece: las exigencias positivas relacionadas con los derechos fundamentales de los individuos y de los grupos al Estado prestacional crecen constantemente y desarrollan una dinámica propia que pone en peligro al Estado de derecho, sobreexige al Estado prestacional y, finalmente, convierten a los derechos fundamentales en derechos individuales socialmente obsoletos, cuando en lugar de la autodeterminación personal ingresa la determinación heterónoma del Estado prestacional, y cuando se convierte la libertad de responsabilidad propia, en seguridad de responsabilidad y de determinación ajena. Paradójicamente se debe recordar esta dimensión privada de los derechos fundamentales, incluso en una época de la sociedad opulenta. En vista de las expectativas acrecentadas se debe remitir a la independencia personal que nace en la responsabilidad propia.


			La interdependencia del Estado prestacional y de la sociedad de prestaciones, junto con los consecuentes problemas, se manifiesta también en la mancomunidad de intereses de la prestación supranacional,75 la Comunidad Económica Europea. La “prestación” comienza a disolver las dimensiones estatales nacionales: el tratado de la comunidad económica europea (EWG-Vertrag) multiplica las prestaciones en el Estado y la sociedad; los Estados y las constituciones han reaccionado correspondientemente.76 La sociedad es internacional77 debido a que el/los Estado/s, la/s constitución/es y la sociedad producen, a su vez, prestaciones colectivas y únicamente están encargados de las prestaciones posibles en virtud del derecho comunitario.


			El derecho de la Comunidad Económica Europea (EWG-Recht) contiene los correspondientes rasgos jurídico-prestacionales de la cooperación del Estado y la sociedad, que se caracteriza por la “prestación” material y jurídico-organizacional. Los objetivos de la Comunidad Económica Europea esbozan las “tareas comunitarias” en un doble sentido:78 entre los Estados miembros y entre éstos y la sociedad. La dogmática de los derechos fundamentales tendrá que adaptarse a las perspectivas del derecho europeo del Estado prestacional.79 El orden social apunta a la igualdad de oportunidades como igualdad de derechos en un sentido material.80 La estandarización de las libertades fundamentales económicas del ciudadano del mercado (Marktbürger) y la tendencia a la superación de las relaciones desiguales de los derechos fundamentales en los Estados miembros,81 posibilita las prestaciones de la sociedad de la Comunidad Económica Europea por medio de los derechos fundamentales y legitima el principio prestacional en el sector del mercado. Aparte de eso, se habla de los objetivos conjuntos de la prestación política y económica que tienen relación evidente con el Estado social y con los derechos fundamentales.82 Los “intereses comunitarios” conectan elementos prestacionales estatales, sociales y jurídicos mediante las libertades económicas del “ciudadano del mercado”83.


			c) Crítica desde la perspectiva de los derechos fundamentales y del Estado prestacional al principio de prestaciones sociales84


			La sociedad industrial está dispuesta hasta cierto punto a conseguir la igualdad iusfundamental de oportunidades. La sociedad opulenta con su consumismo real o ficticio deja espacio, de vez en cuando, al terror oculto mediante un exceso de las libertades económicas, al que el Estado prestacional democrático debe contrarrestar recurriendo a la intensificación de las libertades intelectuales educativas y de formación profesional en la “sociedad del aprendizaje” (Lerngesellschaft) y por medio del fortalecimiento de los derechos fundamentales con contenido de dignidad humana. El Estado democrático, legitimado en su monopolio jurídico del poder público, debe asumir funciones de los derechos fundamentales que se deben hacer valer (“desde un punto de vista jurídico-prestacional”), en parte, en la garantía de la seguridad social por medio de la cogestión empresarial interna en el trabajo y la coparticipación en los bienes de producción. El Estado por eso debe “intervenir” mediante sus funciones prestacionales, suprimiendo a través de los procesos de formación de la voluntad y de los procesos de decisión, el déficit de derechos fundamentales sociales y las desigualdades, y cuando proceda contra la sociedad prestacional, a favor de un orden social humano y digno (el límite de edad flexible para la jubilación es, por ejemplo, una “humanización” en referencia al trabajador). El agotamiento de clásicas competencias federales y la fundación de nuevas competencias, por ejemplo, para la protección del medio ambiente (art. 74 numeral 24 de la Ley Fundamental), son una respuesta al fracaso de una sociedad prestacional excesiva.


			Naturalmente este es uno de los lados: estas tareas estatales de prestación presuponen una sociedad y economía con capacidad prestacional,85 y los correspondientes ingresos fiscales, eficiencia en la libertad y por medio de ella; la supresión de los requisitos de cualificación objetivos no se puede prestar a la sociedad como un “lujo”86 (¡ninguna nivelación hacia abajo!). Existe un límite a partir del cual un excedente en el Estado prestacional y de servicios se convierte en un exceso que no solo corrompe desde un punto de vista ético-social, sino que también amenaza a la misma democracia que efectiviza los derechos fundamentales. Al imprescindible principio prestacional “humanizado” en la sociedad prestacional no se puede renunciar; sin embargo, en interés de las clases débiles a ser favorecidas por el Estado social. Quien piense que el Estado prestacional tiene la sociedad que se merece infravalora las tareas de reforma relevantes para los derechos fundamentales en el Estado social de derecho. La pregunta por la importancia del principio prestacional solo puede ser respondida, desde la Ley Fundamental, para cada uno de los derechos fundamentales diferenciadamente:87 entre el extremo de la exaltación inhumana o su denuncia utópica. También en el Estado prestacional se trata de los seres humanos. 


			


			

				

					7	Véase también el art. 72 II numeral 3 de la Ley Fundamental que se transforma en el mandato constitucional para regular las relaciones de manera unitaria; al respecto, Scheuner, VVDStRL 28 (1970), p. 267. Detrás está la estatalidad prestacional que desea la eficiencia respecto de la unidad de las relaciones vitales y jurídicas. 


				


				

					8	Véase el “Dictamen Troeger”, 2ª edición 1966 y sus enunciados sobre el Estado prestacional (“tareas urgentes del Estado” y otros parecidos), detalles en las pp. 74 y ss., 130 y ss., 143 y ss., 341 y s., 472 y ss. Con respecto al art. 91b de la Ley Fundamental, el informe del Gobierno Federal sobre la política educativa de 8.6.1970, BT-Drucks. VI/925. 


				


				

					9	Un enfoque jurídico-constitucional no puede ignorar este texto (desde un punto de vista “estatal”) y tampoco puede hablar de una “carencia de porvenir” de la Ley Fundamental (Herb. Krüger, arriba nota a pie 1, p. 12). Él no coloca la mera facticidad de la estatalidad prestacional del Estado social de derecho por debajo del Estado burgués de derecho relacionado exclusivamente con la Ley Fundamental y resignado a lamentar un desmoronamiento de la eficiencia estatal; crítica a Forsthoff: Ridder, Zur verfassungsrechtlichen Stellung der Gewerkschaften, 1960, pp. 7, 15 y s.


				


				

					10	Véase también el art. 74 numerales 12 y 13 para el art. 12 de la Ley Fundamental. 


				


				

					11	Ella exige una proyección de la famosa definición de E. Kaufmann (la administración como “encarnación de las prestaciones del Estado”) sobre la legislación. – Para mayores detalles mi contribución en FS für Küchenhoff, 1972.


				


				

					12	El objetivo “ayuda” se encuentra ya en el nombre de las siguientes leyes: por ejemplo, BerlinhilfeG, en la versión de 1.10.1968 (BGBl. I, p. 1050), en la BerlinförderungsG modificada en el nombre mediante la ÄnderungsG de 23.6.1970 (BGBl. I. p. 826), G üb. d. Unterhaltsbeihilfe für Angehörige von Kriegsgefangenen, en la versión de 18.3.1964 (BGBl. I, p. 219); FlüchtlingshilfeG, en la versión de 27.5.1971 (BGBl. I, p. 681); HäftlingshilfeG, en la versión de 29.9.1969 (BGBl. I, p. 1793); G über die Gewährung von Miet- und Lastenbeihilfen, en la versión de 23.6.1960 (BGBl. I, p. 399), sustituida por la G über Wohnbeihilfen, en la versión de 29.7.1963 (BGBl. I, p. 508), hoy WohngeldG; InvestitionshilfeG de 7.1.1952 (BGBl. I, p. 7); BundessozialhilfeG, en la versión de 18.9.1969 (BGBl. I, p. 1688). – “Aseguramiento”: G zur Sicherung des Steinkohleneinsatzes in der Elektrizitätswirtschaft de 5.9.1966 (BGBl. I, p. 545); UnterhaltssicherungG, en la versión de 31.5.1961 (BGBl. I, p. 661). – “Subsidio”: BerlinförderungsG de 23.6.1970 (BGBl. I, p. 826); HochschulbauförderungsG de 1.1.1969 (BGBl. I, p. 1556); G zur Förderung der Verwendung von Steinkohle in Kraftwerken de 12.8. 1965 (BGBl. I, p. 777); G zur Förderung der Vermögensbildung der Arbeitsnehmer de 12.7.1961 (BGBl. I, p. 909), ahora en la versión de la tercera VermögensbildungsG de 27.6.1970 (BGBl. I, p. 930); LeistungsförderungsG de 22.4.1965 (BGBl. I, p. 341); ArbeitsförderungsG de 25.6.1969 (BGBl. I, p. 582); BundesausbildungsförderungsG de 26.8.1971 (BGBl. I, p. 1409); StädtebauförderungsG de 27.7.1971 (BGBl. I, p. 1125); FilmförderungsG de 22.12.1967 (BGBl. I, p. 1251); GraduiertenförderungsG de 2.9.1971 (BGBl. I, p. 1465); ZonenrandförderungsG de 5.8.1971 (BGBl. I, p. 1237); G zur Förderung sozialer Hilfsdienste de 17.4.1972 (BGBl. I, p. 609). – Véanse los objetivos del subsidio en el art. 117 y s., 123 EWGV. 


				


				

					13	Sobre esto, Scheuner VVDStRL 24 (1966), pp. 226 y s. 


				


				

					14	El derecho de las prestaciones debería ser el intento de mediar entre la tendencia a un ensanchamiento de la reserva de ley y la aceptación de la autonomía del ejecutivo. Sobre la base de las diversas leyes de prestación, el ejecutivo tiene la tarea de una “prestación de concretización” muy elevada como en el caso de las leyes de intervención. 


				


				

					15	Véase, sin embargo, Forsthoff, VerwRecht, Parte General, primera parte I, 9ª edición, 1966, p. 59: “Al Estado distribuidor le es ajeno una función vinculante y amplia de una distribución justa y de un orden social justo”.


				


				

					16	Flexible, Scheuner, VVDStRL 14 (1956), pp. 183 y s., quien advierte de los efectos de dirección de las leyes modernas sobre la administración y su función que “equilibra las diversas exigencias surgidas en el ámbito vital de lo público”. Herb. Krüger, VVDStRL 15 (1957), p. 226: el derecho como dirección del motor que propulsa la existencia del Estado. Diferente, sin embargo, Forsthoff, VerwRecht, p. 59: el Estado social es reactivo.


				


				

					17	Mucho más que mandato y coacción, sin que hagan falta sencillamente estos elementos. Forsthoff, citado en otro lugar, p. 59, habla de la disolución de “los elementos soberanos” en la medida en que se extienda el Estado distribuidor. 


				


				

					18	Véase la tipología de Herzog de las “normas difusas”: VVDStRL 24 (1966), p. 183 (191 y ss.) que se debe entender positivamente: el ejecutivo tiene “posibilidades operativas”, “facultades de regulación” y competencias. 


				


				

					19	Bachof, VVDStRL 14 (1956), pp. 176 y s., reclama con razón al legislador que ahí donde la administración como administración prestacional aborda nuevas tareas de gran magnitud, se encuentra menos preparada para un mínimo de regulaciones jurídico-normativas de requisitos, clase y medida de las prestaciones. La muy lamentada pérdida de la función del parlamento no debería ser compensada, por último, mediante nuevas funciones —sobre todo en el ámbito del derecho de las prestaciones—: especialmente las leyes prestacionales otorgan al legislativo, de todas formas, una ganancia de competencias. Las leyes aprehenden de manera flexible las transformaciones estructurales. 


				


				

					20	Si se define con Forsthoff (citado en otro lugar, p. 531; últimamente el mismo autor, Der Staat der Industriegesellschaft, 1971, pp. 75 y ss.) la previsión de asistencia social (Daseinsvorsorge) a través de su “finalidad de satisfacción de las necesidades generales para las condiciones socialmente adecuadas” (véase, ¡la referencia al principio de igualdad y a la justicia social!), entonces esta previsión de asistencia social en la actualidad no es solamente parte de la administración pública, sino en realidad de la actividad estatal prestacional, especialmente de la actividad legislativa prestacional. Ella consigue la participación de los individuos en las prestaciones públicas. Ella está insertada en la dimensión de los derechos fundamentales. El Estado que, por ejemplo, satisface la necesidad de formación profesional y de perfeccionamiento de estudios bajo el requisito de la aptitud, de la voluntad de rendimiento y de la habilidad, es el Estado en el que la educación es un “derecho ciudadano”.


				


				

					21	Ejemplos: KonjunkturzuschlagsG de 23.7.1970 (BGBl. I p. 1125); InvestitionshilfeG de 7.1.1952 (BGBl. I p. 7); AbsicherungsG de 29.11.1968 (BGBl. I p. 1255). Es posible que las leyes y reglamentos-medida estén insertados en el marco general de las leyes de dirección y/o en las leyes marco y en las leyes de planificación. Aunque las leyes-medida han sido y son adecuadas para efectivizar los ámbitos factibles de los derechos fundamentales, cada vez parecerán inusuales: pues la realidad de los derechos fundamentales de prestaciones estatales, a causa de su duración, deben ser “asidos” flexiblemente, sobre una base extensa. 


				


				

					22	En: Gedächtnisschrift für W. Jellinek, 1955, pp. 221 y ss.


				


				

					23	BVerfGE 25, 371 (directriz 1).


				


				

					24	Por ejemplo, G zur Anpassung und Gesundung des dt. Steinkohlenbergbaus und der dt. Steinkohlenbergbaugebiete de 15.5.1968 (BGBl. I, p. 365); G über den Ausbau der Bundesfernstraßen 1971 bis 1985 de 30.6.1971 (BGBl. I, p. 873); G über die Gemeinschaftsaufgabe „Verbesserung der Agrarstruktur u. des Küstenschutzes“ de 3.9.1969 (BGBl. I, p. 1573).


				


				

					25	“Modelo de acción flexible” en el sentido de J. H. Kaiser, en: Planung II, 1966, pp. 11 y ss. (25).


				


				

					26	Ejemplar es el derecho de planificación del Estado federado y el derecho de ordenación de espacios, donde los derechos fundamentales son objetivos de planificación ocultos o abiertos. El libre desarrollo de la personalidad, el “derecho fundamental madre” para el ordenamiento del territorio (F. Duppré, en: Schriftenreihe der Hochschule Speyer, tomo 27 [1965], p. 16) es mencionado directamente en § 1 RaumordnungsG de 8.4.1965 (BGBl. I, p. 306); § 1 Bad.-Württ. LandesplanungsG de 19.12.1962 (Ges. Bl. 1963, p. 1); § 1 I rhein.-pfälz. G für Raumordnung u. Landesplanung de 14.6.1966 (GVBl., p. 177); Präambel des Raumordnungsplanes für das Land Schleswig-Holstein en la versión de 10.3.1971 (ABl., p. 221); Parte A 1 numeral 1, párrafo 1 de la hess. Landesraumordnungsprogramm, según § 2 I del apéndice a hess. LandesplanungsG de 4.7.1962 (GVBl., p. 311); LS 1 párrafo 3 de la directriz de la bay. Landesplanung, reproducido en: Ullrich-Langer, Landesplanung und Raumordnung, tomo 2, grupo 3, p. 11. – Véase sobre esto también F. Duppré, ya citado arriba, pp. 12 y s.; “ordenamiento territorial en función de los seres humanos”, “equivalencia de las relaciones vitales en la ciudad y el campo”. Con el objetivo último se ha hecho referencia, junto al art. 12 de la Ley Fundamental, especialmente a la realización del principio de igualdad que se desprende directamente de todas las leyes de planificación territorial y de ordenación territorial. Compárese, por ejemplo, § 2 I, Nº 1 RaumordnungsG: “relaciones culturales y sociales, económicas equilibradas”. El principio de igualdad se despliega también sobre los ámbitos competenciales del Estado prestacional de la Ley Fundamental: art. 104 a IV 1: “Equilibrio de las diversas fuerzas económicas en el territorio federal”. 


				


				

					27	Por ejemplo, BerlinförderungsG de 23.6.1970 (BGBl. I, p. 826); G zur Förderung der Verwendung von Steinkohle in Kraftwerken de 12.8.1965 (BGBl. I, p. 777); LastenausgleichsG, en la versión de 1.10.1969 (BGBl. I, p. 1909); BundesversorgungsG de 20.1.1967 (BGBl. I, p. 141); G über Unterhaltsbeihilfe für Angehörige von Kriegsgefangenen, en la versión de 18.3.1964 (BGBl. I, p. 219); HäftlingshilfeG, en la versión de 29.9.1969 (BGBl. I, p. 1793); Wohnungsbau-PrämienG en la versión de 18.9.1969 (BGBl. I, p. 1678); Spar-PrämienG, en la versión de 5.8.1970 (BGBl. I, p. 1214); Drittes VermögensbildungsG de 27.6.1970 (BGBl. I, p. 930); Zweites WohngeldG de 14.12.1970 (BGBl. I, p. 1637); JugendwohlfahrtsG en la versión de 6.8.1970 (BGBl. I, p. 1197); BundeskindergeldG de 14.4.1964 (BGBl. I, p. 265); BerufsbildungsG de 14.8.1969 (BGBl. I, p. 1112); UnterhaltssicherungsG, en la versión de 31.5.1961 (BGBl. I, p. 661). 
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